
CAPITULO 20 

LA GESTIÓN DEL GASTO 

SIN CHANCHULLOS NI ENJUAGUES 

 
 

Para que la reforma del actual sistema impositivo argentino sea útil y eficaz, se requieren 

simultáneamente dos condiciones complementarias:  

a) el restablecimiento de orden y disciplina en la gestión del gasto público, evitando 

que se comporte como factor de perturbación;  

b) un programa de estabilidad monetaria y reforma bancaria para impedir las 

fluctuaciones económicas menores y los bandazos entre expansión y recesión.  

Con el fin de aprovechar el análisis y las recomendaciones de los que saben, hemos 

recurrido al pensamiento e investigaciones de dos prestigiosos pensadores económicos, 

ambos galardonados con el premio Nóbel.  

James M. Buchanan & Richard E. Wagner, “Déficit del sector público y democracia”, 

Ediciones Rialp, Madrid, por una parte y  

Milton Friedman, “A program for monetary stability”, Fordham University Press, New York, 

por la otra.  

Las propuestas han sido adecuadas a nuestra actual situación, teniendo muy en cuenta los 

antecedentes de una experiencia histórica frustrante.  

 

1º El poder ejecutivo habrá de presentar anualmente al Congreso un presupuesto que 

proyecte gastos, incluyendo intereses de la deuda pública, equivalentes a los ingresos 

fiscales.  

Los gobiernos siempre se escudan en argumentos capciosos para gastar más de lo que 

corresponde. Una de las trampas más utilizadas consiste en justificar el déficit como gesto 

de sensibilidad, destinado a atender requerimientos sociales impostergables.  

Pero se oculta cuidadosamente el hecho de que el déficit aprobado por el Congreso sólo 

puede financiarse de dos maneras: con emisión de dinero por el Banco Central o con 

incremento de la deuda por la Tesorería.  

Ambos instrumentos inflación y endeudamiento, son formas de impuestos clandestinos. 

Nadie los autoriza ni dimensiona; no se controlan, ni se transparentan, pero 

inexorablemente deberán ser soportados por los mismos débiles e inocentes ciudadanos a 

quienes dicen proteger.  

Otra de las artimañas empleadas por los funcionarios de Hacienda para gastar de más, 

consiste en presentar un presupuesto equilibrado, pero de cuyos gastos han excluido las 

partidas de la deuda pública. Este disimulo permite mostrar atractivos superávits, que se 

desmoronan como el sueño de una noche de verano, cuando hay que desembolsar las divisas 

para pagar servicios de la deuda o enfrentar el default. En esa hora de la verdad, se 



evaporan las fantasías, las retóricas, los sueños y las magias políticas, apareciendo en toda 

su magnitud la cruda realidad.  

 

2º. El Congreso, tanto en el tratamiento parlamentario del presupuesto, como en la 

subsiguiente aprobación, podrá modificar el presupuesto presentado por el poder ejecutivo, 

pero deberá actuar dentro de los mismos límites, es decir que los gastos más los intereses 

de la deuda no pueden ser superiores a los ingresos fiscales. 

Sólo en un extraño y recóndito país podría suceder que sus habitantes tuviesen la fortuna 

de contar con administradores frugales, austeros, sobrios y honestos. Pero aún allí, las 

cosas no serían perfectas si, como contrapartida, sus pobladores hubiesen elegido 

diputados y senadores pródigos con la plata ajena y hábiles en la retórica de halagar a las 

masas. En tal caso, la severidad de las reglas financieras impuestas al poder ejecutivo 

podría ser vulneradas por decisión de tales legisladores demagógicos. Por lo tanto la misma 

regla debe ser cumplida por todos los poderes: ejecutivo, legislativo y judicial.  

 

3º. El gasto público consolidado en moneda constante, incluidos los intereses de la deuda, 

no podrá ser mayor al 25 % del PIB y su crecimiento anual no deberá superar el incremento 

porcentual del PIB del último año.  

No hay método más sigiloso para falsificar la democracia y defraudar las esperanzas 

populares, que destruir el valor de su moneda mediante el incesante aumento del gasto 

público hasta absorber la totalidad de la renta de sus habitantes. Este proceso se mide 

como % del gasto público consolidado en relación con el PIB. En la actualidad -con un PIB 

sobrestimado por falsificación del índice de precios- el gasto público consolidado está 

arriba del 46 % del PIB.  

Parte sustancial de la renta conseguida por apropiación fiscal se destina a la casta 

gobernante y a la burocracia que la sirve. El remanente se distribuye con criterios políticos 

en un escenario de propaganda donde, con bombos y platillos, se comunica a los presuntos 

beneficiarios el reparto del mismo dinero que les han sustraído.  

Pero el escarnio se perfecciona cuando gastan parte importante del dinero en pautas 

publicitarias que muestran las dádivas como un generoso esfuerzo del gobierno. Todo lo 

cual forma parte de un indecoroso marketing político.  

Así funciona el “socialismo del siglo XXI” inventado por el sociólogo alemán Heinz Dieterich 

Steffan y aplicado por su discípulo Hugo Chávez, que ha provocado el empobrecimiento de 

un país con grandes y valiosas riquezas naturales y habitado por ciudadanos aterrorizados 

por las arbitrariedades del gobierno.  

Mediante el incremento del gasto público por encima del crecimiento global de la economía, 

los gobiernos suelen estructurar progresivamente un esquema de fideicomisos paralelos o 

cajas ocultas a la gestión presupuestaria. El esquema se denomina “modelo del Leviathán”, 

porque su propósito es absorber la totalidad de la renta generada por los privados. En 

finanzas públicas, el modelo de fideicomisos paralelos es similar al modus operandi 

desarrollado por delincuentes de guantes blancos que se apropian de millonarias inversiones 



especulativas de sus clientes, las utilizan para sí y mantienen engañados a sus clientes con 

rendimientos ilusorios.  

Se trata de la pirámide financiera denominada “esquema Ponzi” y utilizada recientemente 

por el banquero americano Bernard Madoff en la más cuantiosa estafa de todos los 

tiempos. Una defraudación masiva de casi U$S 75.000 millones, instrumentada mediante 

los hedge funds Fairfield, Sentry, Kingate y Optimal. El efecto de estos fideicomisos 

paralelos ha sido tremendo y ha perjudicado a tres grupos de inversores: bancos, 

aseguradoras y fondos de inversiones colocados por bancos privados en fundaciones y 

personas físicas. 

Cuando la gestión del gasto público, se hace en la oscuridad, sin disciplina, ni obligación de 

rendir cuentas y gestionando un barril sin fondo, de a poco se convierte en una estafa 

colosal igual al “esquema Ponzi”. Entonces el Estado queda transformado en una colectora 

de corrupción.  

Como en una inmensa cloaca, los fondos públicos fluyen fuera de control por un colosal 

circuito compuesto por tubos y cañerías para repartir dinero sin saber a quién. El dinero 

pestilente llega a manos de los interesados, generalmente político-dependientes, en forma 

de favores, contratos, negociados, subsidios, planes sociales, exenciones fiscales y 

paquetes accionarios adquiridos mediante el apriete.  

Esta farra sin sentido sólo puede impedirse cuando se limita el gasto público a un 

porcentaje estricto de la renta nacional, cuando se condiciona severamente su incremento 

anual, cuando se controla con la fiscalía administrativa y cuando la contaduría de la nación 

rinde cuentas públicamente.  

 

4º. En caso de que las proyecciones de gastos o las estimaciones de ingresos resulten 

erróneas y se produzca un déficit de ejecución superior a los límites especificados, todos 

los gastos deberán ajustarse automáticamente a la baja para restablecer el equilibrio 

proyectado en un período no mayor a 3 meses.  

Nadie puede predecir el futuro, ni aún contando con las complejas técnicas de proyecciones 

estadísticas o planteando las alambicadas hipótesis de la teoría del caos, que pretende 

determinar el orden subyacente detrás de fenómenos económicos aleatorios. El porvenir 

siempre nos será desconocido y velado a los ojos humanos.  

De lo único que podemos estar seguros es poder alcanzar buenos resultados si tomamos 

decisiones racionales en un marco social respetuoso de las reglas morales. Cuando las 

decisiones adoptadas diariamente son miserables y efímeras, el futuro siempre es aciago; 

pero cuando esas decisiones son nobles y trascendentes, el futuro es promisorio. Ello es así 

porque “el futuro no se adivina, se construye” como dice Gastón Berger, creador de la 

prospectiva científica. Siempre habrá sorpresas inesperadas que constituyen un riesgo 

probable.  

Durante la ejecución del presupuesto, los desvíos en más o en menos ocurren 

inexorablemente y alteran las previsiones. Como los acontecimientos no se adaptan a 

nuestras estimaciones, hay que corregir los errores. Por eso, los desvíos deben ser 

compensados, exactamente igual a como lo hace el regulador centrífugo de Watt. Esa 



máquina, con dos esferas giratorias, es la síntesis perfecta entre ingeniería y matemática, 

porque es capaz de restaurar la estabilidad cuando hay una perturbación de tensión, 

frecuencia, velocidad o presión. Pues bien, el ajuste a la baja del presupuesto, en un período 

trimestral, cumple exactamente la misma función que el regulador de Watt para que la 

caldera de la economía nacional no salga de régimen y estalle en mil pedazos.  

 

5º. En ningún caso, los desvíos que produzcan déficit de ejecución presupuestaria serán 

cubiertos con aumentos en los tipos impositivos o con la creación de nuevos impuestos.  

Una de las tentaciones modernas más peligrosas y dañinas, a la que recurren 

frecuentemente muchos gobernantes, consiste en alentar el consumo innecesario en lugar 

de elegir el camino de la austeridad.  

Estos personajes políticos creen que la economía puede crecer estimulando alocadamente el 

festival del gasto y repudiando el ajuste sin comprender que el ajuste no es otra cosa más 

que el retorno a la moderación y prudencia.  

Cuando los gobernantes caen en el frenesí del consumo, siempre van por más, e 

inevitablemente terminan apropiándose de recursos en cualquier lugar en que se 

encuentren. Aumentan alícuotas de impuestos, crean tributos distorsivos y emiten letras 

de tesorería “letes” absorbiendo fondos líquidos de cualquier lado.  

Nuestra historia fiscal está saturada de ejemplos de este tipo, sancionados con aprobación 

del Congreso nacional y promulgados por el poder ejecutivo: el impuesto a la ganancia 

mínima presunta, el impuesto sobre intereses pagados, el impuesto al costo financiero del 

endeudamiento empresario, el impuesto sobre débitos y créditos bancarios, el impuesto a 

ganancias inflacionarias, el bono patriótico, el ahorro forzoso, el impuesto a la revaluación 

de activos fijos, el impuesto a ganancias cambiarias por devaluación de divisas, el impuesto 

a la renta normal potencial de la tierra, el impuesto a la herencia y el impuesto a los 

ingresos brutos generados en el proceso de extracción, producción, manufactura, maquila, 

comercialización, transporte y distribución. Todos estos desvaríos han sido probados una y 

mil veces. Siempre resultaron un fracaso estrepitoso, que termina siendo soportado por los 

bolsillos de la gente.  

 

6º. Si se produjese un superávit en la ejecución del presupuesto, por menores gastos o 

mayores ingresos, los fondos excedentes se utilizarán única y exclusivamente para 

cancelación de la deuda pública nacional o provincial.  

Es una verdad incontrastable que cuando un gobierno recauda más dinero que el 

presupuestado, nunca procede a rebajar impuestos sino a aumentar el gasto. Por eso, 

algunos hacendistas como Luigi Einaudi, sostienen irónicamente que carece de sentido 

preocuparnos por conocer cuánto debe ser el monto máximo del gasto público, ya que 

siempre que un gobierno disponga de una determinada cantidad de dinero sobrante, los 

políticos encontrarán rápidamente el modo de gastarlo, con independencia de si esos gastos 

son necesarios o inconvenientes para la sociedad. (1).  



De allí que, cuando a los gobiernos les sobra dinero, la sociedad debiera exigirles que no lo 

gasten sino que achiquen sus deudas para evitar el despilfarro y no quedar sometidos a 

futuras exacciones.  

 

7º. Estas disposiciones entrarán en plena vigencia a los 4 años de su adopción. Para 

conseguir una transición ordenada hasta su plena vigencia, el déficit presupuestario anual 

deberá ser reducido en un mínimo del 25% anual por los 4 años siguientes a esta enmienda.  

La epidermis social está tan sensibilizada con los ajustes fiscales que cualquier corrección 

brusca de las variables económicas produce un estado de arrebato y rebelión violenta, 

difícil de dominar o resistir. Así como el desajuste se va produciendo de a poco, sin que 

nadie lo note, del mismo modo el ajuste tiene que hacerse paulatinamente. Como decía 

Alfred Marshall, “natura non facit saltum”: la naturaleza no actúa dando saltos. (2)  

Todos los intentos políticos tendientes a precipitar acontecimientos o hacer cambios de 

golpe y porrazo, invocando la amenaza de inminentes peligros, la aceleración del tiempo, los 

avances tecnológicos o las transformaciones históricas, provocan rebeliones y tardan en ser 

comprendidos, asimilados y capitalizados favorablemente.  

El “Congelamiento de precios y salarios” de José Ber Gelbard en 1973; el “Rodrigazo” de 

Isabelita Perón en 1975; la “Estatización de deudas privadas” de González del Solar 1982; 

“El desagio del plan Austral y la Hiper” de Raúl Alfonsin en 1989; el “Plan Bonex y la Hiper” 

de Carlos S. Menem en 1990; el “Blindaje y Corralito bancario” de Cavallo y De la Rúa en 

2001; el “Corralón y pesificación asimétrica” de Eduardo Duhalde y Remes Lenicov en 2002; 

la “Reestructuración con quita de deuda” de Lavagna y Néstor Kirchner en 2004; la 

“Confiscación Kirchnerista de fondos jubilatorios” en 2007; las “Retenciones móviles contra 

el campo” de Martín Loustau y Cristina Kirchner en 2008; la “Apropiación de reservas del 

Banco Central” de Boudou y Cristina Kirchner en 2009; y la “Exacción de los fondos de 

Anses” en 2010 fueron prueba palpable del saqueo y terror impuestos desde el Estado.  

Si alguien quiere imponer cambios de manera drástica se enfrentará con una resistencia 

feroz y de persistir en el intento provocará violencia callejera. El período de ajuste de 4 

años parece ser un tiempo prudente para acomodar las cosas pausadamente. Corresponde a 

un período presidencial completo.  

 

8º. Cualquier desvío de esta regla del 25 % de reducción del déficit anual, tendrá el mismo 

tratamiento legal que una desviación respecto del equilibrio presupuestario producida en la 

plena vigencia de esta enmienda.  

El déficit acumulado al principio de este proceso de cambio, debe ser tratado de manera 

idéntica a los desvíos de ejecución presupuestaria que se presenten en el futuro. Dicho 

tratamiento merece una explicación. Los argentinos tenemos un historial de claudicaciones 

que, alguna vez en la vida, debemos desterrar. Cuando las cosas nos van mal, nuestro ánimo 

decae en el pesimismo y asustados, manifestamos el propósito de enmendarnos. Por un 

tiempo hacemos buena letra, pero tan pronto como notamos la mejoría producida por el 

cambio de conducta, abandonamos el compromiso y volvemos a las andadas creyendo que 

ahora no pasará lo mismo que antes.  



Reconocer las culpas, pedir perdón, reparar las ofensas, prometer corregirnos y asumir la 

responsabilidad de persistir en las buenas prácticas no son imperativos morales frecuentes 

entre nosotros. Entonces la misma historia de claudicaciones vuelve a repetirse 

monótonamente, mil y una veces.  

 

9º. Las disposiciones de esta enmienda sólo podrán suspenderse en tiempos de emergencia 

nacional, que deberá ser declarada por dos tercios del total de ambas cámaras del 

Congreso y aprobadas por el presidente de la República. La declaración de emergencia 

nacional expirará automáticamente al transcurrirse un año y sólo podrá fundamentarse en 

guerra, grave conmoción económica interna, cataclismos o catástrofes naturales de gran 

magnitud.  

Una de las picardías tradicionales de nuestra vida pública se encuentra en la facilidad 

asombrosa con que interpretamos cualquier adversidad como una señal divina para 

sustraernos al cumplimiento del deber. De inmediato declaramos la emergencia económica y 

obtenemos la convalidación de la Corte Suprema.  

A la inversa de los boy scout que están “siempre listos” para servir, nosotros estamos 

“siempre listos” para violar la ley y exceptuarnos de su cumplimiento. En lugar de afrontar y 

vencer al infortunio, justificamos nuestra inconstancia y dejamos de hacer lo que 

debiéramos hacer.  

Esta es la razón por la cual debemos limitar al máximo los casos de emergencia y la 

duración de la misma, requiriendo un voto casi unánime para declararla.  

 
(1) Luigi Einaudi: Florilegio del buen gobierno, ed. Techint, Buenos Aires, 1970  

(1) Luigi Einaudi: Mitos y Paradojas de la justicia tributaria, Edic. Airel, Barcelona 1964  

(2) Alfred Marshall: Principios de economía. Ed. Aguilar, Madrid 1954 
 

 


